LEY 26/2006, de 17 de julio, de mediación de seguros y reaseguros privados.- Breve recorrido acerca de la responsabilidad civil profesional.-

La Directiva 2002/92/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de diciembre de 2002, sobre la mediación en seguros, establece las bases para la armonización de la actividad de mediación de seguros en la Unión Europea.
La citada Directiva establece el principio de registro por la autoridad competente del Estado miembro de origen de todas las personas que accedan o ejerzan la actividad de mediación de seguros y reaseguros siempre y cuando cumplan unos requisitos profesionales mínimos que se refieren fundamentalmente a su competencia profesional, honorabilidad, existencia de un seguro de responsabilidad civil profesional ( sobre ello incidiremos con mayor profundidad en la segunda parte de este breve comentario ) y a su capacidad financiera.
Igualmente, en lo que concierne a la protección de la clientela que recurra a los servicios de los mediadores de seguros, se establecen obligaciones de información previa a la suscripción del contrato de seguro que recaen sobre los intermediarios de seguros, así como la necesidad de establecer mecanismos extrajudiciales de resolución de conflictos entre los intermediarios de seguros y su clientela.
La regulación de la Ley que estamos comentando se asienta en tres principios básicos:
a) la regulación de nuevas formas de mediación con la incorporación de las figuras de agente de seguros vinculado a varias entidades aseguradoras y del corredor de reaseguros
b) el principio de igualdad de trato de las distintas clases de mediadores, para lo cual se prevén requisitos profesionales equivalentes para todos ellos atendiendo a su especial naturaleza

c) el principio de transparencia que garantice adecuadamente la protección de los consumidores en este ámbito.

La Ley regula la figura del agente de seguros vinculado a varias entidades aseguradoras, referida a aquellos mediadores que, de acuerdo con la legislación anterior no se adaptaban plenamente ni a la figura del corredor de seguros, por carecer de la necesaria independencia, ni al agente de seguros, por no estar permitida su vinculación con varias entidades aseguradoras.
Dentro de los agentes de seguros, requiere especial mención la regulación de la mediación a través de las redes de distribución de las entidades de crédito, reservándose la denominación de operadores  de banca seguros a esta forma de mediación.
La Ley igualmente regula la figura del corredor de reaseguros, figura que no se recogía en la legislación anterior, para adaptar la nueva Ley a las exigencias de la Directiva, estableciéndose, como decimos, unos requisitos profesionales mínimos exigibles a los distintos mediadores previendo su aplicación para cada uno de ellos.
Sentado lo que antecede – vid  Preámbulo aparados I, II, III y IV de la Ley 26/2006 de 17 de julio – interesa en esta segunda parte del presente comentario realizar algunas reflexiones acerca de la responsabilidad civil profesional de los corredores de seguros.
El Libro IV de las obligaciones y contratos del Código Civil, principia en su Título I de las obligaciones, con una serie de preceptos en los que se encuentra el articulado correspondiente donde se encuentran las fuentes de responsabilidad legal existente.
Así, el artículo 1.088 del Código Civil establece que toda obligación consiste en dar, hacer o no hacer alguna cosa.

El artículo 1.089 del mismo cuerpo legal establece que las obligaciones nacen de la ley, de los contratos y cuasi contratos, y de los actos y omisiones ilícitos o en que intervenga cualquier género de culpa o negligencia.
El artículo 1.091 del Código Civil establece que las obligaciones que nacen de los contratos tienen fuerza de ley entre las partes contratantes, y deben cumplirse a tenor de los mismos.
Amén de esta responsabilidad legal y contractual que puede serle exigida al corredor de seguros en base a los preceptos transcritos por mor de los dispuesto igualmente en el clausulado contractual signado al efecto, conviene igualmente hacer mención a la responsabilidad civil extra contractual que le puede ser exigida en base al artículo 1.902 del Código Civil y concordantes.

El citado artículo, respecto del cual probablemente sea uno de los cuales sobre el que tanto la jurisprudencia como la doctrina cualificada hayan escrito verdaderos ríos de tinta, establece, en diversas acepciones y en sustento al alterum non laedere, que quedan sujetos a responsabilidad aquellos que en el cumplimiento de sus obligaciones interviniendo cualquier género de culpa o negligencia, causare un daño a otro por acción u omisión, estando obligado a reparar el daño causado.
La exégesis del precepto nos lleva a inferir la necesidad de las siguientes circunstancias que se precisan, indefectiblemente, para que sea de aplicación tal artículo:

a) se requiere una acción u omisión, culposa o negligente – en el más amplísimo sentido de la acepción jurídica de la culpa o de la negligencia, de ahí que por algunos se haya considerado este precepto a modo de cajón de sastre donde poder subsumir todas aquellas conductas que no tengan encaje en otra fuente o tipo de responsabilidad legalmente exigible –
b) se requiere la existencia de un daño o de un perjuicio, evaluable o susceptible de poder ser evaluado

c) se requiere un nexo causal entre la acción u omisión culposa o negligente y el resultado dañoso producido, de suerte tal que la conducta enjuiciada y reprobada esté anudada causalmente , relación causa/efecto, con el resultado producido susceptible de colmar la existencia de un perjuicio
Por último, el corredor de seguros también puede estar incurso en una responsabilidad civil ex delicto.
En efecto, partiendo de la base de que el artículo 1.092 del Código Civil establece que las obligaciones civiles que nazcan de los delitos o faltas se regirán por las disposiciones del Código Penal, establece el artículo 109 de este último texto legal que toda persona criminalmente responsable de un delito o falta lo es también civilmente si del hecho se derivaran daños o perjuicios.

Por su parte, el artículo 100 a 117 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal establecen que de todo delito o falta nace acción penal para el castigo del culpable, y puede nacer también acción civil para
a) la restitución de la cosa

b) la reparación del daño y

c) la indemnización de daños y perjuicios causados por el hecho punible

Corolario y complemento de todo lo manifestado a propósito de la Ley 26/2006 y de la responsabilidad civil profesional de los corredores de seguros, nos parece oportuna una pequeña llamada de atención en orden a la posible responsabilidad penal en la que puedan estar incursos los corredores cuando con ocasión, en el ejercicio de su profesión, transgrediran la intimidad o descubrieren o revelaren secretos – todo ello en el sentido penológico de las referidas acepciones – de sus respectivos clientes. 
Así el artículo 197del Código Penal sanciona con prisión de 1 a 4 años y multa de 12 a 24 meses al que, sin consentimiento, se apodere de papeles, cartas, correos electrónicos, los utilice o modifique.
Por su parte, el artículo 199 del Código Penal sanciona en su apartado 1 al que revelare secretos ajenos de los que tenga conocimiento por razón de su oficio o de sus relaciones laborales, imponiéndole una pena de 1 a 3 años y multa de 6 a 12 meses.

Igualmente se sanciona en el apartado segundo del precepto que transcribimos, al profesional que, con incumplimiento de su obligación de sigilo o reserva, divulgue los secretos de otra persona, estableciéndose, a efectos penológicos, pena privativa de libertad de 1 a 4 años, multa de 12 a 24 meses e inhabilitación para profesión, cargo u oficio por tiempo de 2 a 6 años.
En Madrid, a 9 de mayo de 2007.-

Roberto Fernández Blanco.- Abogado
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